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que firmase el Código de Buenas Prácticas, dentro de 
las medidas adoptadas para regulación del convenio 
de divorcio y en favor de los hijos menores fruto del 
anterior matrimonio.

En cuanto a la posibilidad de que su entidad finan-
ciera no exija la firma de la ex pareja para rebajar la 
cuota hipotecaria de acuerdo con el Código de Buenas 
Prácticas, es una opción complicada, ya que, aunque 
la elevación a escritura pública del acuerdo de modi-
ficación del préstamo es potestativa, la entidad podría 
valorar que la firma del acuerdo resulta necesaria en 
todo caso porque los términos del contrato firmado en 
su día obligan a ambos y cualquier modificación de las 
condiciones pactadas requiere el consentimiento de 
todas las partes contratantes. 

En todo caso, valoramos que las entidades financieras, 
cuando se den este tipo de situaciones, podría ofre-
cer alguna solución que permita a la mujer atender 
sus obligaciones de pago, dentro de lo que se deno-
mina «política comercial y de asunción de riesgos». 

En este sentido, en el caso relatado indicamos a la pro-
motora de la queja la conveniencia de que se dirigiera 
formalmente a su entidad financiera solicitando alguna 
medida alternativa, incluyendo la posibilidad de excluir 
al ex marido del contrato de préstamo hipotecario.

En relación con los servicios de suministro de luz y 
agua no podemos dejar de relatar la queja 23/1392 que, 
desgraciadamente, pone una vez mas de manifiesto 
las miserias de la condición humana. El promotor de la 
queja denunciaba que en una vivienda donde residía 
una mujer, aunque estaba a nombre de su madre, se 
había manipulado el contador de luz y estaban engan-
chados al suministro de agua. Según afirmaba el intere-
sado en su escrito de queja: “Llevo 3 años sabiendo este 
fraude pero desde que corteé la relación sentimental 
que tenia con dicha persona he pensado denunciar 
anónimamente este hecho”.

En nuestra respuesta, tras indicarle que cualquier persona puede poner en conocimiento de las enti-
dades prestadoras de suministros las irregularidades que afecten a sus instalaciones y estas podrían 
denunciar el delito de defraudación de energía eléctrica y agua, le advertimos expresamente que 
“dicha denuncia no debe estar motivada en el deseo de causar un mal a la persona con la que 
mantenía una relación de afectividad previa ya que, en ese caso, podría integrarse en determinados 
tipos delictivos, como las amenazas o coacciones, que son objeto de un específico tratamiento 
punitivo en la legislación vigente sobre violencia de género”.

1.2.2.10. Justicia 

Aunque el Defensor del Pueblo Andaluz carece de competencia para el examen de aquellas cuestio-
nes que estén pendientes de resolución judicial, no obstante, sin entrar a cuestionar las decisiones 
adoptadas por los Juzgados y Tribunales en el ejercicio de su función jurisdiccional, la Ley 9/1983, 
de 1 de diciembre del Defensor del Pueblo Andaluz le permite entrar a valorar cuestiones como las 
dilaciones singulares, medios personales o materiales, planta y demarcación, o el reconocimiento 
de la justicia jurídica gratuita, cuestiones que pueden afectar al “normal funcionamiento” de la Ad-
ministración de Justicia.
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Un ejemplo lo supone la queja 22/5062, en la que el Colegio de Abogados de Cádiz nos dio traslado 
del Acuerdo adoptado con motivo de la decisión de comarcalizar la competencia territorial del 
Juzgado de Violencia sobre la Mujer de Algeciras (Cádiz), extendiendo su jurisdicción a los partidos 
judiciales de San Roque y de La Línea de la Concepción, perjudicando a juicio de dicha entidad 
a las personas implicadas en estos procesos judiciales, especialmente a las mujeres víctimas de 
violencia, las cuales ahora se ven obligadas a desplazarse hasta Algeciras.

Admitida la queja a trámite en relación a las competencias autonómicas en la materia, el Juzga-
do Decano de Algeciras nos informó de forma similar al ICA-Cádiz, y por la Delegación Territorial 
de Justicia de Cádiz se nos dio traslado de las medidas adoptadas tanto en materia de recursos 
humanos como de infraestructuras. 

Sobre este particular, ya la Memoria Anual de Actividades y Funcionamiento del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía, Ceuta y Melilla del Año 2022 manifestaba la conveniencia de que los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer tuviesen un ámbito territorial que comprendiese varios 
partidos judiciales, de forma que se produjera una atención más especializada, coordinada 
y con mejores recursos. Se indicaba que este era la posición del Observatorio contra la Violencia 
Doméstica y de Género, insistiendo en que así se “mejoraría la protección de las víctimas y la 
respuestas de las administraciones ante los casos de violencia machista”, propuestas que se 
habían trasladado al Congreso de los Diputados, destacando la importancia de modificar la ley y 
ampliar la competencia territorial de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

Esta línea de actuación fue impulsada mediante los Reales Decretos 1460/2018, de 21 de diciembre, 
663/2020, de 14 de julio, y 954/2022, de 15 de noviembre. Precisamente, uno de ellos materializó 
esta medida en el Campo de Gibraltar, de forma que, a partir del 1 de octubre de 2020, el Juzgado 
de Violencia sobre la Mujer de Algeciras extendió su jurisdicción a los partidos judiciales de La 
Línea de la Concepción y San Roque. La medida fue adoptada en otras provincias con similitudes 
de cercanía geográfica entre varios partidos judiciales, como Málaga, Granada, Almería y Sevilla. 

Precisamente sobre Almería se nos presentó la queja 23/8785 por la misma cuestión de pérdida 
de la competencia en materia de violencia de género en los Juzgados de Roquetas de Mar debido 
a la comarcalización en los Juzgados de Almería capital. 

A estos efectos el reciente Real Decreto 1170/2023, de 27 de diciembre en su artículo 8 vie-
ne a determinar la agrupación de partidos judiciales para el conocimiento de asuntos en 
materia de violencia de género.

En algunos casos se nos plantean cuestiones que han de ser analizadas con perspectiva de género 
pero en las que no hemos podido intervenir por estar la causa sub‑iudice. Un ejemplo la encontra-
mos en la queja 23/7814, en la que a la interesada, trabajadora fija del SAS, le había sido denegado 
un cambio de turno por conciliación familiar, alegando que ese turno “no existe”, a pesar de que 
ella manifestaba que otros compañeros sin necesidad de conciliación lo venían disfrutando con 
autorización del superior.

También podemos mencionar la queja 23/9232, en la que la interesada nos trasladaba la desesti-
mación de su solicitud de reconocimiento del beneficio de la justicia jurídica gratuita por superar 
el umbral económico establecido, a pesar de que no podía afrontar el pago de un letrado privado, 
debido a que todo el patrimonio lo disponía su exmarido, siendo precisamente su pretensión el 
iniciar el procedimiento de liquidación de bienes gananciales.

1.2.2.11. Acciones de formación y sensibilización

Por su singularidad, resaltamos las quejas recibidas contra el programa “Centinelas por la Igual-
dad” que vienen desarrollando los ayuntamientos de Cádiz y Jerez en colegios e institutos de 
dichas localidades. 

El programa social “Centinelas por la Igualdad” se financia con una subvención de los Fondos del 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género, y en la línea marcada en dicho documento tiene 
como objetivo principal prevenir cualquier tipo de violencia machista en el entorno del alumnado; 
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